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Poco pudimos hacer en este caso, ya que es ciertamente complicado intervenir en 
los supuestos de fraudes bancarios cuando la entidad financiera no asume responsa-
bilidades por el dinero sustraído alegando falta de diligencia del titular de la cuenta. 
Sobre este particular en la Web de la Institución existe un pronunciamiento general 
que puede consultarse.

3.1.2.6. Derecho recibir amparo y 
protección de los poderes públicos

3.1.2.6.1.  Infancia en situación de riesgo

La Ley 4/2021 de infancia y adolescencia de Andalucía regula la institución jurídica de 
la «declaración de riesgo», la cual conlleva la obligación de la familia de la persona 
menor de edad a someterse al control e intervención propuesta por los servicios sociales 
comunitarios, asumiendo la obligación de colaborar para alcanzar los objetivos previstos 
en el plan de intervención. Dicha regulación legal responde a la previsión establecida 
en la Ley 26/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia 
y adolescencia.

El artículo 25 de la aludida Ley de infancia y adolescencia atribuye a esta Defensoría 
las competencias para recibir y tramitar denuncias sobre posibles situaciones de 
riesgo de los derechos de las personas menores de edad, trasladando estas situacio-
nes a las correspondientes administraciones públicas de Andalucía para que adopten 
medidas destinadas a su protección.

En este ámbito suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación 
de riesgo de algún menor, solicitando la intervención directa de esta Defensoría para 
solventar el problema. A tales efectos, por carecer esta institución de competencias y 
medios para realizar dichas actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra, 
tal como prevé la ley, en plantear de forma urgente el caso ante las administraciones 
públicas competentes para ello, efectuando un seguimiento de las actuaciones que al 
respecto hubieran podido realizar.

Algunas de las denuncias que recibimos vienen referidas a menores que se encuentran 
en riesgo por residir en barriadas marginales, infradotadas de recursos sociales, o en 
asentamientos chabolistas cuyas viviendas no reúnen los requisitos mínimos de habi-
tabilidad, en muchos casos en condiciones de hacinamiento, circunstancias éstas que 
por lo general van unidas a la situación de desempleo de los progenitores, que a su vez 
carecen de habilidades y pautas de comportamiento idóneas para la crianza de los hijos.

Tras recibir estas denuncias y dar traslado de las mismas a los servicios sociales de zona, 
lo usual es que recibamos información de los antecedentes de la familia y las prestacio-
nes que ésta viene recibiendo, no siempre con el éxito deseado, aunque en ocasiones 
nuestra posible intervención se ve frustrada. Así aconteció tras recibir denuncia de la 
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situación de riesgo de un menor, de aproximadamente 7 años de edad, al que se solía 
ver con escasa ropa y descalzo, paseando a su perro, en una barriada del extrarradio 
de Sevilla. En este caso los servicios sociales municipales ni siquiera pudieron llegar 
a localizar al citado menor, ello a pesar de haber solicitado incluso la colaboración de 
asociaciones que colaboran en la zona y conocedoras de la problemática allí existente 
(queja 22/6747).

En ocasiones la situación de riesgo es detectada por algún profesional que, tras dirigirse 
a varias Instituciones y no encontrar respuesta decide denunciar la situación del concreto 
menor ante esta Defensoría solicitando nuestra intervención.

Citamos como ejemplo la queja presentada por una docente relatando la situación de 
riesgo en que pudiera encontrarse una alumna cuya familia residía en una vivienda 
ocupada sin autorización de la propiedad, pendiente de desahucio. Los padres carecían 
de recursos económicos y empleo, con falta de formación y habilidades sociales para 
solventar su precaria situación, lo cual hacía que la menor estuviese triste y apática, con 
una evolución muy negativa a nivel curricular y conductual.

Tras nuestra intervención los servicios sociales municipales nos informaron de la inter-
vención que se venía realizando con la familia, destacando las gestiones para el ingreso 
de la menor en una residencia escolar y su congruente matriculación en el colegio ads-
crito a dicho recurso, con la expectativa de que la incorporación de la niña a la dinámica 
del nuevo recurso educativo repercutiera en su desarrollo personal y en la mejora de su 
rendimiento académico.

De esta información informamos a la docente 
que nos confirmó que sólo había tenido cono-
cimiento del traslado de centro de la menor a 
resultas de la información proporcionada por 
esta Defensoría, siendo así que a continuación 
había contactado con el nuevo equipo educa-
tivo para dar traslado de información relevan-
te sobre la alumna y de este modo garantizar 
la continuidad de la intervención educativa 
que se venía realizando con ella.

Así las cosas, aun lamentando la descoordi-
nación producida entre los servicios sociales 
y la Administración educativa, finalizamos 
nuestra intervención en el caso congratulán-
donos por los avances logrados gracias a la 

intervención de los servicios sociales municipales con la familia, quedando garantizada 
la atención y supervisión de la menor gracias a su ingreso en la citada residencia escolar 
y su matriculación en el centro de referencia (queja 23/2294).

En otras ocasiones las denuncias ante la Defensoría relatan situaciones de malos tra-
tos físicos, psíquicos o sexuales, la drogodependencia de los progenitores con 
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abandono absoluto de los deberes respecto de los hijos, la instrumentalización de 
menores para mendicidad u otras situaciones de grave vulneración de derechos.

Estas denuncias propician la correspondiente investigación de la Administración local, 
que en muchos casos viene a rebajar la gravedad del relato inicial: suele ser frecuente 
que ya se dispongan de antecedentes de la situación de la familia, sobre la cual los ser-
vicios sociales vienen interviniendo desde hace años, siendo sus carencias conocidas 
pero compensadas con las ayudas sociales y controles sobre su evolución, lo cual hace 
valorar que su situación puede seguir siendo objeto de intervención por parte de los 
servicios sociales municipales sin que los menores tengan que ser separados de su 
familia y de su entorno social.

En otras ocasiones la denuncia recibida por esta Defensoría pone en evidencia una 
situación de maltrato no conocida, que tras la correspondiente investigación motiva 
el inicio de actuaciones por la Administración local, en unos casos orientadas a prestar 
ayuda para solventar la problemática familiar y, en otras, para alejar al menor de la si-
tuación de riesgo, recabando para ello la colaboración de los servicios de protección de 
menores de la Junta de Andalucía.

Traemos a colación las actuaciones iniciadas tras recibir un correo electrónico en el que 
la persona remitente solicitaba la intervención de esta Defensoría para solventar la situa-
ción de riesgo de un niño, de 7 años de edad, que entre otros factores de grave riesgo 
estaba sin escolarizar. Tras incoar un expediente al respecto recibimos de los servicios 
sociales de la Diputación Provincial de Jaén un informe relatando las averiguaciones rea-
lizadas para localizar el domicilio exacto de la familia tras haber cambiado de localidad. 
Después de contactar con la madre del menor, ésta se había mostrado colaboradora 
con las indicaciones recibidas y hecho patente su intención de matricular al menor 
en el centro escolar de su actual localidad de residencia, lo cual propició una labor de 
seguimiento de la evolución de la familia, corroborando también la matriculación y 
asistencia efectiva del menor al centro escolar (queja 23/4988).

En ocasiones es requerida la intervención 
de esta Defensoría por la propia persona 
menor de edad, solicitando ayuda ante la si-
tuación en que se encuentra la familia. Es el 
caso de una niña, de 10 años de edad, que se 
mostraba muy angustiada por el caos familiar 
que producía la convivencia con su abuelo, 
diagnosticado de demencia por cuerpos de 
Lewy. Se trata de una grave enfermedad de-
generativa que conduce a la demencia grave 
y su total dependencia de las personas cui-
dadoras.

A tales efectos nos dirigimos a la menor soli-
citando que nos indicase la atención que en 
esos momentos venían recibiendo de los ser-
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vicios sociales de su ayuntamiento o  de las Consejerías de Inclusión Social y de Salud de 
la Junta de Andalucía, en especial respecto al posible ingreso de su abuelo en un centro 
especializado o su atención ambulatoria, recibiendo ayuda domiciliaria tanto sanitaria 
como social (ayuda a domicilio).

Lamentablemente, transcurridos escasos meses recibimos una nueva comunicación de 
la menor comunicándonos que la enfermedad padecida por el abuelo había tenido una 
rápida y tórpida evolución, siendo causa finalmente de su fallecimiento (queja 22/8037).

3.1.2.6.1.1. Intervención de las Administraciones Locales tras 
conocer situaciones de riesgo de menores de edad

En ejercicio de nuestra labor de supervisión de las actuaciones realizadas por las Admi-
nistraciones locales de Andalucía hemos emitido resoluciones (queja 22/4923 relativa 
a Sevilla capital, queja 23/129 relativa a Los Palacios, queja 22/2259 relativa a Linares) 
dirigidas a los correspondientes ayuntamientos. En estas resoluciones exponíamos 
que, a pesar de los indicadores de riesgo detectados en los correspondientes casos, los 
cuales sin duda tenían incidencia negativa en las personas menores integrantes del 
núcleo familiar, y aun reconociendo que no se contaba con suficiente implicación de 
las personas responsables directas para solventar su problemática, los servicios sociales 
municipales no consideraron que existieran motivos para una medida radical que moti-
vara la intervención del Ente Público separando a los menores de su familia, resultando 
procedente por tanto que prosiguiera una intervención dirigida a paliar y corregir las 
carencias detectadas en la familia. También promovemos a facilitarles el acceso a las 
prestaciones sociales de las que pudiera resultar beneficiaria; y también a efectuar un 
seguimiento de su evolución.

En estos expedientes de queja, una vez hecho un encuadre de las circunstancias que 
acontecen en el caso concreto, y desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de 
la Infancia y Adolescencia en Andalucía, no consideramos procedente entrar a valorar 
el grado de acierto en las decisiones adoptadas por los servicios sociales que han inter-
venido con la familia, a cuyo criterio técnico hemos de estar, y sí, por el contrario, con-
sideramos oportuno resaltar la gravedad de los indicadores de riesgo detectados 
y contrastados por los servicios sociales municipales, al estar estos indicadores 
situados en la frontera entre las posibilidades de intervención en el propio medio 
social y familiar, y las que determinarían la separación de los menores de su fa-
milia. Por ello, a nuestro juicio, resultaba contradictorio que, encontrándonos en esta 
situación, y ante la falta de actitud decidida de la familia para solventar sus problemas 
y los escasos resultados obtenidos, no se hubiera dado un paso más promoviendo una 
resolución administrativa que formalizase su “situación de riesgo” y dotase de garantías 
procedimentales y seguridad jurídica a las intervenciones de las distintas partes impli-
cadas (profesionales de los servicios sociales, familia y menores).

Y es que, atendiendo a las previsiones legales, en casos como el expuesto quizás hubiera 
resultado procedente que la autoridad administrativa municipal competente emitiera 
una resolución declarativa de la situación de riesgo de los menores. El especial estatus 
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legal derivado de esta resolución dotaría de 
rigor jurídico a la intervención de los servicios 
sociales, dando formalidad a los compromisos 
que asumía la familia, al tiempo que les pro-
porcionaba garantías sobre sus derechos en 
esta especial situación.

Conforme al artículo 17 de la redacción actual 
de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, la valoración 
de la situación de riesgo conlleva la elabora-
ción y puesta en marcha de un proyecto de 
intervención social y educativo familiar que 
deberá recoger los objetivos, actuaciones, 
recursos y previsión de plazos, promoviendo 
los factores de protección del menor y man-
teniendo a éste en su medio familiar. Y, para 
el buen fin de este proyecto de intervención 
dicha Ley prevé que progenitores, tutores, 
guardadores o acogedores, dentro de sus respectivas funciones, colaboren activamente, 
según su capacidad, en la ejecución de las medidas indicadas en el referido proyecto, 
siendo así que la omisión de dicha colaboración habría de dar lugar a la declaración de 
la situación de riesgo del menor.

La declaración de riesgo sería dictada mediante una resolución administrativa debi-
damente motivada, previa audiencia de las personas afectas, incluidas las menores de 
edad, e incluiría las medidas tendentes a corregir la situación de riesgo, en especial las 
relativas a los deberes que al respecto incumben a progenitores, tutores, guardadores 
o acogedores.

Precisa el artículo 88 de la Ley 4/2021, de 27 
de julio, de Infancia y Adolescencia de Anda-
lucía que el plan de intervención familiar en 
el que se recogerán tales medidas y actua-
ciones tendrá una duración máxima de doce 
meses, prorrogables por un máximo de otros 
seis meses si se considera oportuno para al-
canzar los objetivos. Y si a pesar de estos es-
fuerzos siguiesen sin obtenerse resultados 
satisfactorios, no se alcanzasen los objetivos 
del plan de intervención familiar, ni se produ-
jeran cambios en el desempeño de los debe-
res de guarda que garantizasen la adecuada 
atención de los menores, los servicios sociales 
intervinientes habrían de emitir un informe 
motivado proponiendo que se valorase la 
declaración de una situación de desamparo, 
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elevando dicha propuesta al órgano competente de la Entidad Local a fin de que éste 
derivase el expediente a la Entidad Pública competente por razón del territorio.

La declaración de riesgo y el consecuente plan de intervención con calendario 
de actuaciones, compromisos y objetivos, está previsto para que se subsanen las 
carencias y disfunciones existentes en la familia y que perjudican a los menores, 
alcanzando los objetivos previstos en el plan de manera suficiente, lo cual permitiría a 
los servicios sociales elevar un informe motivado al órgano competente de la Entidad 
Local para que emitiera una resolución de cese de la situación de riesgo, todo ello sin 
perjuicio del seguimiento o acompañamiento profesional para garantizar la continuidad 
de una adecuada atención social.

Es por ello que en los expedientes de queja antes señalados hemos emitido resoluciones 
recomendando a las Administraciones locales implicadas que de persistir la situación de 
grave riesgo para los menores, sin suficiente compromiso o colaboración de la familia 
para solventar su problemática, se acometan los trámites conducentes a la emisión de 
una resolución declarativa de la situación de riesgo, la cual deberá incluir el específico 
plan de intervención familiar, con los compromisos y objetivos pertinentes.

3.1.2.6.2. Intervención de la Entidad Pública

Nuestra labor de supervisión de las Adminis-
traciones competentes para evitar o paliar 
situaciones de vulneración de derechos de 
menores de edad ha de centrarse también, 
por razones obvias, en el Ente Público de Pro-
tección de Menores (Delegaciones territoria-
les de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad de la Junta de Andalucía), por tratar-
se del garante principal de dicha protección 
y al que la legislación otorga la competencia 
para la declaración de la situación de des-
amparo (a través de la Comisión Provincial 

de Medidas de Protección) y la consecuente asunción de la tutela pública de menores 
en dicha situación.

3.1.2.6.2.1. Declaración de desamparo y consecuentes medidas en 
protección del menor

La intervención del Ente público no siempre llega a producirse con la agilidad que 
requiere la situación del menor. Se trata de un momento crítico en el que el Ente 
público valora la conveniencia de que el menor permanezca en su entorno familiar y 
social a pesar de los indicadores de desprotección detectados o, si por el contrario, resulta 
procedente una medida más contundente que conlleva la separación del menor de su 
familia, con las ventajas e inconvenientes inherentes a esta medida.
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Sea como fuere, el interés del menor siempre ha de prevalecer como en el caso que 
analizamos de la madre de un menor tutelado por el Ente público que le fue notificada 
su resolución de desamparo cuando este hijo llevaba tiempo ingresado en un centro 
de protección y se quejaba de que estuviese en esos momentos fugado del centro y 
conviviendo con su padre, de quien ella se tuvo que separar. Era una víctima de violencia 
de género y tenía la influencia negativa en sus hijos, a los que introdujo en el consumo 
de drogas, llegando uno de ellos a fallecer como consecuencia de sus problemas de 
conducta derivados de sus adicciones.

En el informe que recibimos procedente de la Delegación Territorial de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad de Sevilla, se indicaba que el ingreso del menor en el 
centro se produjo a instancias de la Fiscalía, lo cual requirió de una intervención urgente 
en tal sentido. También fuimos informados de que en esos momentos se encontraba en 
trámite el procedimiento de desamparo incoado respecto de este menor y de su herma-
na, estando pendiente una cita con la madre de los menores para que pudiera aportar 
alegaciones y ser informada de los derechos que le asisten en dicho procedimiento.

Así las cosas, tras dejar transcurrir unos meses desde entonces, período de tiempo que 
consideramos suficiente para que se hubiesen decidido las pertinentes medidas de 
protección, nos volvimos a dirigir a la Delegación Territorial solicitando su colaboración 
para conocer el resultado del expediente de desamparo incoado sobre ambos menores 
y la evolución de su situación personal y familiar.

En respuesta a este último requerimiento la Delegación Territorial nos indicó que a fi-
nales de 2023 se emitió la resolución por la que se declaraba la situación de desamparo 
del menor, acordando su ingreso en un centro residencial específico para menores con 
trastorno de conducta. Asimismo, se estableció un régimen de relaciones personales 
con la progenitora y su hermana consistentes en visitas quincenales supervisadas y de 
una hora de duración.

Y respecto de la hermana la Delegación Territorial vino a precisar que en agosto de 2023 
se apreció en ella una situación de desprotección grave, pero se estimó que aún podía 
ser contrarrestada en el entorno familiar, siendo derivado su caso al correspondiente 
equipo de tratamiento familiar, dándose la circunstancia de que al poco tiempo se re-
cepcionó un acta de no aceptación del caso por este equipo, ello debido a los múltiples 
factores de riesgo asociados a los progenitores, los cuales no habían variado a pesar de 
las reiteradas intervenciones realizadas por los distintos equipos con la unidad familiar.

Ante esta información, la Delegación Territorial vino a señalar que se estaba valorando 
de nuevo la situación de la menor para adoptar una medida de protección si existieran 
indicadores de desprotección que lo justificasen.

Tras valorar la información recabada en el expediente, y desde nuestra obligada pers-
pectiva de Defensoría de la Infancia y Adolescencia en Andalucía, hubimos de resaltar 
la incongruencia de los indicadores de desprotección detectados en el expediente con 
el buen hacer que sería exigible del Ente Público de Protección de Menores. Y es que la 
intervención del Ente Público tendría que dar respuesta a tales indicadores de despro-
tección, los cuales fueron analizados con el instrumento de valoración de la gravedad 
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de riesgo, desprotección y desamparo (Valórame), concluyendo la existencia de una 
situación de desprotección grave.

En esta tesitura, ante los contrastados indicios de desprotección de la menor, la ac-
tuación congruente de la Administración habría de primar su seguridad y protección, 
adoptando de forma urgente decisiones que garantizaran sus necesidades básicas, así 
como su integridad física y seguridad personal.

Dicha actuación resultaría congruente con las competencias atribuidas al Ente Público 
de Protección de Menores por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurí-
dica del Menor (modificada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la adolescencia; y por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, 
también de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia), y 
perfiladas en el título V de la Ley 4/2021, de protección a la infancia y adolescencia en 
Andalucía, que asigna a la Administración de la Junta de Andalucía como la entidad 
pública competente para el ejercicio de las funciones de protección de menores que 
implican separación del menor de su medio familiar.

Precisa el artículo 18.1 del Decreto 42/2002, de12 de febrero, regulador del Régimen de 
Desamparo, Tutela y Guarda de Menores, que la situación de desprotección en que se 
encuentren los menores habrá de dar lugar a la inmediata intervención de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, a fin de prestar la atención que requieran.

Es por ello que, ante la gravedad de los hechos relatados, reprochamos que hubieran 
transcurrido más de 10 meses desde que expusimos al inicio del expediente de queja 
la situación de riesgo de ambos hermanos, sin que respecto de la menor se hubiera 
llegado a adoptar ninguna medida de protección que la alejase de la situación de grave 
riesgo en que se encontraba, permaneciendo aún en dicha situación. Es por ello que 
emitimos una Recomendación para que fuesen revisadas las actuaciones realizadas en 
el expediente de protección de la menor y, en congruencia, se adoptasen con urgencia 
las medidas de protección que fueran necesarias para solventar los citados indicadores 
de riesgo grave, queja 23/1334.

3.1.2.6.2.2. Disconformidad con la declaración de desamparo

A lo largo del año la Defensoría ha dado trámite a un conjunto significativo de quejas 
presentadas por las familias (progenitores y resto de familia extensa) de menores 
que han sido retirados del domicilio familiar al haber sido declarados en desamparo 
y pasar a ser tutelados por la Administración Pública.

En la mayoría de los casos se trata de menores que se encuentran en situación de des-
protección debido a la problemática social que presentan sus progenitores, tanto en lo 
relativo a las condiciones materiales de la vivienda familiar, como los recursos económi-
cos con que atender sus necesidades básicas y las habilidades parentales para la crianza, 
problemática que es especialmente grave cuando está cronificada sin visos de mejora.
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Unido a estos factores que normalmente re-
tratan situaciones de pobreza, precariedad y 
exclusión social, no en pocas ocasiones nos 
encontramos otros factores tales como el in-
greso en prisión de uno o los dos progenitores, 
drogadicción, enfermedades, etc. También 
situaciones de violencia de género o pautas 
de relación intrafamiliar con componentes de 
violencia. La suma de tales circunstancias son 
la causa de que los derechos de hijos e hijas 
sean vulnerados y obliga a la Entidad Pública 
a intervenir, llegando a la retirada de éstos de 
su núcleo familiar de convivencia, asumiendo 
su tutela conforme a la Ley.

Cuando esto ocurre los progenitores suelen dirigirse a esta Defensoría manifestando su 
desacuerdo y solicitando ayuda para recuperar a sus hijos e hijas. Estas quejas, previa 
instrucción del expediente, suelen concluir con una declaración de la regularidad o 
irregularidad administrativa que pudiéramos haber constatado, o bien suspendiendo la 
tramitación del expediente de queja por encontrarse el asunto pendiente de resolución 
judicial ante la sustanciación de la oposición a la medida acordada por el Ente público 
en el Juzgado de Familia.

Ejemplo de ello lo encontramos en la queja de una madre que consideraba injusta la 
declaración de desamparo de sus hijos y se lamentaba de que estuviese ingresada en 
un centro de protección. Nos decía que su modo de vida alternativo al convencional, re-
sidiendo y trabajando en una finca con vivienda comunal, en modo alguno perjudicaba 
a la menor y por ello pedía que le fuese restituida su guarda y custodia.

En este caso el Ente público vino a relatar los diversos indicadores de desamparo que 
motivaron su intervención, los cuales resultaban congruentes con las medidas adopta-
das en protección de los menores para preservar sus derechos y satisfacer sus necesida-
des básicas. Pasado el tiempo, tras constatar una evolución favorable en la progenitora 
se derivó el caso al equipo de tratamiento familiar para trabajar junto a ella una posible 
reunificación familiar, queja 23/8487.

Otra madre se lamentaba porque tras acudir con su hija, de 2 años de edad, a urgen-
cias del hospital a continuación le retiraron su custodia, internándola en un centro de 
protección de menores. En este caso el Ente Público nos informó que la madre padecía 
esquizofrenia paranoide y que al encontrarse descompensada de su enfermedad, con 
riesgo para la menor de tan corta edad, se activaron los protocolos de intervención ur-
gente en su protección, encontrándose en esos momentos en trámite el procedimiento 
para su declaración de desamparo (queja 23/782).

No siempre son los progenitores quienes se dirigen a la Defensoría; en ocasiones lo 
hacen las abuelas, tíos o hermanos para denunciar la falta de respuesta por parte 
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de la Administración a la solicitud de acogimiento de los menores en desamparo 
y al derecho de visitas.

Con carácter general el artículo 45 de la Ley de Infancia y Adolescencia de Andalucía 
establece, entre otros principios que inspiran la actuación de las Administraciones, el 
de procurar la permanencia del menor en su entorno familiar, primando también la 
medida de acogimiento familiar sobre el residencial.

Ejemplo de ello es la reclamación presentada por una abuela mostrando su oposición al 
acogimiento con fines de adopción de su nieto. Nos decía que tras nueve años de litigios 
judiciales las resoluciones emitidas por los juzgados siempre le han sido desfavorables, 
rechazando tanto su pretensión de tenerlo en acogimiento familiar, como su oposición 
a que pueda ser adoptado por una familia ajena a la propia, siendo este el motivo por 
el que solicita la intervención de esta Defensoría, a lo cual no pudimos acceder puesto 
que ello supondría la revisión de tales resoluciones judiciales (queja 23/564).

Otra ciudadana se oponía al ingreso de su sobrina en un centro de protección de me-
nores, considerando injusto que no se hubiera accedido a su ofrecimiento para tenerla 
en acogimiento familiar. En este caso el informe que recibimos del Ente público justificó 
su decisión en congruencia con los datos recabados en el expediente de protección de 
la menor, habiéndose adoptado la decisión de ingresarla en un centro de protección 
de menores especializado en el abordaje de problemas de comportamiento de adoles-
centes. Y en relación con el acogimiento familiar que pretende la interesada (tía de la 
menor) esta decisión no estaba descartada, la cual dependía del resultado de estudio 
de idoneidad que en esos momentos se estaba realizando. La propia interesada vino a 
corroborar esta información, agradeciendo la agilidad con la que se estaba tramitando 
el expediente conducente a su declaración de idoneidad, queja 22/6785.

3.1.2.6.2.3. Ejercicio de la tutela pública del menor

En el ejercicio de la tutela pública de una persona menor de edad la Junta de Andalucía 
ha de primar siempre por su interés superior actuando, tal como determina el Código 
Civil, con la diligencia con la que intervendrían unos progenitores respecto de los asuntos 
que incumben a sus hijos o hijas, y con escrupuloso respeto de los derechos enunciados 
en el título tercero, capítulo segundo de la Ley 4/2021, de infancia y adolescencia en 
Andalucía: derecho a la identidad personal y de género, derecho al honor, intimidad y 
propia imagen; derecho a ser oído y escuchado; derecho a recibir información; derecho 
a preservar su salud y recibir atención sanitaria; derecho a la educación y a la atención 
educativa; derecho a los servicios sociales y la atención social; derecho al desarrollo de las 
competencias digitales; derecho a la cultura; derecho al deporte; derecho a un entorno 
seguro; derecho a la participación y el asociacionismo; derecho a disfrutar de un me-
dio ambiente saludable; derecho al descanso, esparcimiento, y actividades recreativas, 
culturales y artísticas; y el derecho a que siempre que sea posible puedan retornar con 
su familia de origen, preservando en tanto la relación con sus familiares.

Sobre esta cuestión, solemos recibir quejas presentadas por progenitores que recla-
man la reversión de las medidas de protección, todo ello argumentando una modi-
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ficación positiva de sus circunstancias que 
harían posible el retorno del menor.

Y lamentablemente no siempre es así, tal 
como pudimos constatar en la queja en la 
que una joven ex tutelada temía que su hija 
fuese a ser propuesta para acogimiento fami-
liar con fines de adopción. Nos decía que sus 
circunstancias personales habían mejorado 
sustancialmente, que en estos momentos 
podía hacerse responsable con total garan-
tía del cuidado de su hija, y que por ello la 
decisión de promover el acogimiento familiar 
preadoptivo carecía de fundamento.

En el informe que sobre esta cuestión reci-
bimos de la Delegación Territorial de Inclu-
sión Social, Juventud, Familias e Igualdad se 
exponían detalladamente los argumentos 
que motivaron la resolución de desamparo 
de la menor, así como la posterior propuesta 
de acogimiento familiar con fines de adop-
ción, todo ello cumpliendo con las garantías 
y trámites establecidos en el Decreto 42/2002, 
regulador del régimen de desamparo, tutela 
y guarda administrativa; y también en el De-
creto 282/2002, de 12 de noviembre, de Aco-
gimiento Familiar y Adopción.

Las citadas medidas de protección venían motivadas por los antecedentes personales, 
familiares y sociales de ambos progenitores; los datos relativos a su evolución y los in-
tentos realizados para reconducir sus carencias personales con resultado no suficiente-
mente satisfactorio, incompatible con los cuidados requeridos por la menor, ello unido 
a la cronicidad de tales problemas y las escasas perspectivas de mejora.

Por todo ello el Ente Público consideraba, estimamos que acertadamente, que la medida 
de protección que resultaba más congruente y beneficiosa para la menor, atendiendo 
a su supremo interés, es que fuese propuesta para ser acogida por una familia con 
perspectiva de una posible adopción (queja 22/7494).

En cuanto a la diligencia en preservar los intereses de la persona menor tutelada recibi-
mos la queja en la que su familia acogedora se lamentaba de la, a su juicio, nula protec-
ción del Ente público a la menor que tenían acogida ante las deudas que a la menor le 
venía reclamando la Administración Tributaria, siendo así que tales deudas provocaron 
embargos en el saldo de cuenta corriente donde se ingresaba su pensión de orfandad.

En el informe que recibimos del Ente público se reseña la intervención de dos Dele-
gaciones Territoriales en este caso, habiendo venido ejerciendo la tutela de la menor 
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una familia allegada a la familia biológica tras el fallecimiento de sus progenitores y ser 
designada para ello por resolución judicial. El expediente de protección de la menor se 
inicia a instancias de la Fiscalía tras ser localizada la menor viajando sola a otra provin-
cia, sin ninguna persona adulta que la acompañara. Y una vez en curso el expediente 
de protección se recibe el ofrecimiento de la familia que presenta la queja para tenerla 
en acogimiento familiar en el caso de que fuese declarada su situación de desamparo, 
circunstancia que finalmente se produce.

En el ejercicio de la tutela de la menor se solicitó del juzgado la rendición de cuentas 
efectuada por la familia que hasta esos momentos ejercía la tutela de la menor, siendo 
así que al poco tiempo fue la propia familia acogedora la que informó de una nueva 
resolución judicial que acordaba la remoción de las personas que venían ejerciendo la 
tutoría de la menor y se la asignaba a ellos, siendo aceptada dicha designación ante el 
mismo juzgado, por lo que desde la fecha les incumbía cualquier decisión relativa a la 
protección del patrimonio de la menor (queja 23/1929).

Tal como antes hemos reseñado, la Ley obliga al ente público que ejerce la tutela pública 
de la persona menor de edad a satisfacer sus necesidades, garantizando la integridad 
de sus derechos, alejándola de todo peligro que pudiera comprometerlos. En este con-
texto se produce la queja en la que una abuela se lamentaba de la escasa efectividad 
de las actuaciones que venía realizando el Ente público para proteger a su nieto, de 15 
años de edad, quien a pesar de estar tutelado por la Junta de Andalucía se encontraría 
desamparado, consumiendo sustancias estupefacientes, sin control de sus problemas 
de comportamiento y viviendo en la calle.

Tras interesarnos por la situación del menor recibimos un informe de la Delegación 
Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad relatando las incidencias 
acaecidas con el menor, en especial sus constantes abandonos no autorizados de los 
centros residenciales puestos a su disposición sin que en ningún caso hubiera llegado 
a adaptarse a la dinámica de funcionamiento de ninguno de ellos a pesar del empeño 
y dedicación del personal encargado de su custodia.

Tras analizar la información relativa al menor, no observamos que se hubiera producido 
una actuación negligente en el cuidado del menor. A tales efectos ponderamos el difícil 
abordaje de los problemas conductuales de los chicos en edad adolescente, siendo así 
que las características de los centros de protección de menores -que pretenden aseme-
jarse a la vida normalizada en un hogar familiar- impiden controles absolutos de entrada 
y salida de los menores, a lo cual se añadiría la imposibilidad de implementar medidas 
que limitaran de forma coactiva su libertad sin tener para ello amparo en una resolución 
judicial, siendo así que en el caso del menor se encontraba en curso un procedimiento 
de responsabilidad penal incoado por un Juzgado de Menores.

Aún así estamos a la espera del nuevo informe solicitado a la Delegación Territorial 
con referencias actualizadas sobre el estado del menor y el resultado del expediente 
incoado por el Juzgado de Menores al que se aludía en el informe que nos fue remitido 
(queja 23/2194).
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De similar tenor es la queja presentada por el padre de dos menores tutelados por la 
Junta de Andalucía. Se lamentaba de que el mayor, de 17 años, solía abandonar sin au-
torización el centro de protección de menores en el que residía, durmiendo unos días 
en la calle, sin nadie que se ocupe de él.

El Ente público nos informó que los enquistados problemas de comportamiento del 
joven propician que se exponga a situaciones potencialmente peligrosas para él, con 
una escasa percepción del riesgo y de autoprotección, produciéndose un deterioro ge-
neralizado en su salud física por las condiciones ambientales contrarias a su propia 
seguridad (vivir en la vía pública, frecuentar entornos marginales, consumo de tóxicos, 
conductas delictivas ...). Por dicho motivo se ha valorado su traslado a un centro más 
adecuado para él, donde se minimice la influencia de estímulos externos que sigan 
deteriorando su desarrollo personal, ello unido a la necesidad de que interiorice reglas 
sociales básicas que le preparen para la emancipación. Así pues, tras solicitar plaza es-
pecífica en un centro residencial específico y adecuado a sus características, se está a 
la espera de la asignación de la misma (

El programa de intervención que se desarrolla 
en este tipo de centro implica la aplicación 
de técnicas y actuaciones muy estructura-
das, destinadas a la contención y corrección 
con carácter terapéutico y socioeducativo de 
aquellas conductas o comportamientos alta-
mente contrarios al modelo de convivencia, 
provocando el aprendizaje de comportamien-
tos positivos y la asimilación de las reglas so-
ciales básicas. En el caso de este menor, al es-
tar próxima su mayoría de edad, se trabajarán 
también todos aquellos aspectos derivados 
de la necesidad de integración social y laboral.

Antes de dar por concluida nuestra interven-
ción en el caso nos encontramos a la espera 
de recibir el nuevo informe que hemos soli-
citado a Delegación Territorial a fin de corroborar que el joven finalmente obtuvo la 
plaza residencial solicitada en el centro específico, así como su evolución en el mismo 
(queja 23/5190).

3.1.2.6.2.4. Visitas de familiares y allegados al menor tutelado

Una cuestión frecuente que recibimos en las quejas es el mantenimiento de la rela-
ción del menor tutelado con su familia biológica, en congruencia con las previsiones 
legales, siendo así que la privación de tales contactos debería estar fundamentada en 
razones debidamente justificadas, siempre en interés del menor.

Traemos a colación algunos supuestos. Comenzamos con unos hermanos, tutelados 
por la Junta de Andalucía, que solicitan nuestra intervención para tener relación con 
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su padre que viene cumpliendo condena por 
un delito de malos tratos en contexto de vio-
lencia de género y por un delito de lesiones, 
con respectivas penas de prisión de 3 años y 
34 meses. En consecuencia, en aplicación de 
lo establecido en la Disposición Final Primera 
de la Ley 8/2021 de protección integral a la 
infancia y adolescencia frente a la violencia, al 
existir indicios fundados de que los menores 
han presenciado, sufrido o convivido con una 
situación de violencia de género, la Entidad 
pública valora que, mientras se encuentren 
vigentes las medidas judiciales relativas a vio-
lencia de género, no proceden los contactos 
familiares solicitados por los menores, en es-
pecial tras valorar su estabilidad emocional, 
evolución personal y su situación actual (que-
ja 22/8125).

En otro caso, el interesado se queja porque el Ente Público no le permite a él ni al res-
to de la familia extensa paterna contactar telefónicamente con su hija, interna en un 
centro de protección de menores al que fue trasladada. Tras pedirle que nos ampliara 
los hechos que motivan su queja el interesado alude a un hecho ocurrido hace 5 años, 
informándonos del traslado de su hija a un centro psicopedagógico, para lo cual se soli-
citó la pertinente autorización judicial, por tratarse de un centro específico para menores 
que padecen problemas conductuales, siendo así que de este centro fue trasladada a 
otro centro de protección ordinario.

Toda vez que la menor se encontraba en aquellos momentos en un centro ordinario y 
que la pretensión del padre es disponer de la posibilidad de contactar telefónicamente 
con su hija, acordamos admitir la queja a trámite por esta cuestión y solicitamos la emi-
sión de un informe al respecto a la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, 
Familias e Igualdad en Jaén, por tratarse de la Delegación Territorial a la que compete 
el ejercicio de la tutela sobre la menor.

En el informe que nos ha sido remido se indica que la hija alcanzó la mayoría de edad 
en el año 2021, por lo que desde ese momento dejó de estar tutelada por el Ente público 
de protección de menores. Aun así, atendiendo a su discapacidad, se tramitó el opor-
tuno expediente judicial para designar tutor, encontrándose en estos momentos bajo 
tutela de una fundación, entidad a la que podría dirigirse para que, en su caso, pudieran 
acceder a su pretensión (queja 23/383).

En el ejercicio del derecho de visitas se ha de propiciar la audiencia del menor, 
respetando siempre que ello fuera posible y beneficioso para él su opinión sobre esta 
cuestión, la cual no siempre es favorable a dichos contactos, tal como ocurre en la re-
clamación en la que el padre de un menor, de 13 años de edad, solicita al Ente público 
que se le permita visitar a su hijo, el cual está bajo tutela pública desde hace 2 años. En 

En el ejercicio del 
derecho de visitas de 

niños y niñas tutelados 
se ha de propiciar la 

audiencia del menor, 
respetando siempre su 
opinión si ello le fuera 

posible y beneficioso

ÍNDICE



109

Informe Anual DIAA 2023

este caso la información proporcionada por 
la Delegación Territorial de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad justifica la limi-
tación de los contactos del padre con el me-
nor en base a la negativa del propio menor, 
teniendo además en consideración la más 
que probable desestabilización emocional 
que sufriría de producirse tales contactos, así 
como la actitud desafiante y oposicionista del 
padre hacia los profesionales del centro al ar-
gumentar sus pretensiones (queja 22/7136).

3.1.2.6.3. Intervención del Ente público, fiscalías y 
juzgados ante situaciones de maltrato a menores 
de edad

En los casos de maltrato a menores de edad se producen de forma simultánea inter-
venciones de distintas Administraciones públicas, en un caso orientadas a depurar las 
eventuales responsabilidades penales y civiles, en otros casos a garantizar la atención 
social y sanitaria a la víctima, y también para garantizar la protección efectiva de los de-
rechos de las personas menores de edad. Al producirse estas actuaciones es deseable 
una gestión coordinada entre Administraciones y también que su intervención 
tenga siempre presente la condición de menor de edad de la víctima, evitando en 
lo posible añadir daño al ya sufrido por el contexto policial, judicial, de servicios 
sociales o sanitario en que se producen las distintas intervenciones.

Citamos un claro ejemplo representativo del problema enunciado. Recibimos la queja 
de la madre de una menor en disconformidad con la atención recibida por su hija en 
los juzgados de Torremolinos (Málaga) tras presentar una denuncia por abusos sexuales. 
Nos decía en su escrito que no se proporcionó a la menor la atención integral prevista en 
el artículo 12 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia 
y la adolescencia frente a la violencia (LOPIVI), ya que no obtuvo asesoramiento jurídico 
adecuado, ni acompañamiento psicológico y social.

Se lamentaba de manera especial de que no se hubiera evitado la confrontación visual 
de la menor con la persona inculpada, con la consecuente victimización secundaria y 
también de que la actuación coordinada de policía, fiscalía, oficina judicial y órgano 
judicial no se hubiera desarrollado teniendo a la menor como eje central de todas las 
actuaciones.

Para dar trámite a la queja solicitamos la emisión de un informe al respecto tanto a la 
Viceconsejería de Justicia como a la Fiscalía Provincial de Málaga.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos en primer lugar el informe emitido por 
la Fiscalía Provincial que venía a relatar el resultado de las diligencias practicadas para 
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determinar, hasta donde sea posible, la veracidad de los hechos que dan lugar a la queja 
y las respuestas a las distintas sugerencias formuladas por la reclamante.

Así, respecto a la necesidad de formación de los funcionarios de policía de laS Unidades 
de Atención a la Familia y Mujer (UFAM) en Derecho Penal, el Ministerio fiscal señala 
que dichos funcionarios tienen formación en Derecho Penal, además de la específica 
para tratar los asuntos de su competencia. En el presente caso, los hechos denunciados 
eran indiciariamente constitutivos de delito, pero, tras la práctica de las diligencias que 
se estimaron pertinentes, la autoridad judicial acordó el sobreseimiento provisional, lo 
cual no implica que los funcionarios de la Policía judicial erraran por falta de conoci-
mientos y formación.

La reclamante, reclamaba asimismo «dotar a los menores de edad que han sido vícti-
mas de asesoría jurídica integral» y de «encargar a organismos superiores que tengan 
competencia de vigilancia y control para que supervisen si a los menores de edad se les 
está dando el debido proceso con todas las garantías posible y si se les está prestando 
la asesoría jurídica que necesitan». Al respecto, el Fiscal argumenta que, en el presente 
caso, se hizo ofrecimiento a la madre de las acciones, manifestando que reclamara lo 
que le correspondiera en derecho. No se personó en ese momento ni lo hizo después, 
una vez conocido lo finalmente acordado.

A continuación, el Ministerio fiscal traslada el informe textual ofrecido por el Colegio de 
Abogados de Málaga:

“Si la víctima menor es hija/o de víctima de Violencia de Género, será atendido 
por el/la Letrado/a que esté ese día de guardia de Violencia Doméstica-Género. 
No es el caso que nos ocupa.

Si la víctima menor, representada por alguno de sus progenitores, acude al 
Servicio de Orientación Jurídica o al Juzgado Decano de su localidad si el pro-
cedimiento es de otro partido judicial para solicitar abogado de oficio para 
ejercitar la acusación particular, el Colegio de Abogados le asignará un Letra-
do adscrito al Turno especial de Violencia de Menores. No es tampoco el caso, 
pues doña ... declinó el ofrecimiento de personarse como acusación particular.

Cuando la víctima menor formaliza su declaración en el Juzgado de Guardia, 
será asistido por uno de los Letrados/as que se encuentren de Guardia de Juz-
gado en ese mismo día.

Tal como aparece formulado este último supuesto parece que se refiere a 
aquellos casos en que el representante legal del menor acude directamente 
al Juzgado de Guardia y comparece en el procedimiento, queriendo ejercitar la 
acusación particular, pero sin haber pasado antes por el Servicio de Orientación 
Jurídica. Si ello es así, tampoco es este el caso, pues, como ya hemos visto, doña 
... no quiso personarse.

El artículo 12, apartado h, de la Ley Orgánica 8/2021, de 04 de junio, prevé el 
“acompañamiento y asesoramiento en los procedimientos judiciales en los que 
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deba intervenir [el menor], si fuera necesario”. No parece que este supuesto esté 
en el abanico de posibilidades contempladas por el llustre Colegio de Abogados 
de Málaga.

Pero, más allá de eso y analizando el presente caso, hemos de partir de la 
premisa de que ese “acompañamiento y asesoramiento” se garantiza por la 
Ley en los supuestos en que “fuera necesario”. Compareciendo la menor, de 
diecisiete años, asistida por su madre y no habiendo querido esta personarse 
en el proceso, no parece que se dieran indicios de los que pudiera colegirse que, 
pese a todo, en este caso era necesario proporcionar ese acompañamiento 
y asesoramiento. Y es que la propia doña ... no los consideró necesarios en el 
momento, aunque posteriormente, en su queja, manifieste que sí lo habrían 
sido. Nótese a este respecto, que doña ... no se personó ni cuando se le hizo el 
ofrecimiento de acciones ni después, cuando se le notificó la resolución final.

Pero, precisamente, la disquisición anterior muestra que quizá debería estable-
cerse un protocolo que garantice el “acompañamiento y asesoramiento en los 
procedimientos judiciales en los que deba intervenir [el menor]”, sin perjuicio 
de la decisión que, hecho el ofrecimiento de acciones, pueda tomar el repre-
sentante del menor.”

Por otro lado, el informe del Ministerio Fiscal centraba también su atención en las instala-
ciones del juzgado de Torremolinos. En la sede de los Juzgados de Instrucción números 
1 al 4 de Torremolinos, los ciudadanos, sea cual fuere la calidad en la que comparecen 
(investigado, víctima, testigo o perito) comparten el espacio en el que han de aguardar 
a ser llamados: las salas de espera que anteceden a las dependencias judiciales en cada 
planta, los bancos de la entrada del edificio o, incluso, la vía pública. Por ello, tradicional-
mente, se optaba por soluciones “caseras”: ubicar a víctimas e investigados en plantas 
diferentes para que no coincidieran, lo que no evitaba que se produjeran, en ocasiones, 
situaciones no deseadas ni queridas, como las que dan lugar a la formulación de la queja.

Tal dio lugar a que, finalmente, se consiguiera acondicionar una pequeña salita, en la 
planta baja del edificio: se trata de un pequeño espacio para las mujeres víctimas de 
violencia de género, así como para sus acompañantes, letrados o funcionarios de policía 
asignados para su protección.

Añadía la Fiscalía: “ este Fiscal reitera que, en este punto, no puede estar más de acuerdo 
con doña … . Es imperativo contar con instalaciones que garanticen la intimidad, paz y 
tranquilidad de las víctimas, así como la no confrontación visual entre estas y los inves-
tigados; sean víctimas de violencia de género o no, pues las que no lo son no pueden, 
no deben, ser consideradas de peor condición. Y las precauciones han de extremarse 
cuando las víctimas son menores de edad, incluso aunque se trate de adolescentes que 
rozan la mayoría de edad, como en el presente caso. En este sentido, ha de valorarse 
muy positivamente el esfuerzo realizado por los Jueces de este partido judicial que 
han logrado sacar espacio de donde no lo había para atender a las mujeres víctimas 
de violencia de género, pues la afluencia de estas al Juzgado de Instrucción número 3, 
con competencia en Violencia Sobre la Mujer, desgraciadamente, es diaria y numerosa. 
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Pero casos como el que nos ocupan ponen de manifiesto que aún queda trabajo por 
hacer. Él problema es el espacio disponible.

Lo expuesto, a juicio del Fiscal que suscribe, no exime del deber de buscar una solución 
a este problema por parte de las autoridades competentes. En el ínterin sí sería desea-
ble contemplar que la salita existente en la sede del número 32 se abra también a las 
víctimas menores de edad. En el momento de redactar este informe, ya que no hay 
protocolo escrito y para mayor celeridad, se ha planteado verbalmente esta posibilidad 
a la Ilma. Sra. Juez Decana de Torremolinos, que ha hecho suya instantáneamente”.

Otro de los aspectos suscitados en la queja versa sobre la necesidad urgente de for-
mación, educación y sensibilización de Jueces y Fiscales «para con las víctimas y trato 
con menores de edad» (sugerencia sexta) y sobre la necesidad de que por el Fiscal se 
ponga «más interés» en la «defensa» del menor y que «Si un fiscal está para ayudar a 
las víctimas que lo haga»

En respuesta a estas cuestiones el Fiscal argumentó que “Jueces y Fiscales recibimos 
formación inicial y continuada en estas y otras muchas materias, como puede com-
probarse acudiendo a los correspondientes planes de formación de la Escuela Judicial 
y del Centro de Estudios Jurídicos. Esa formación no sólo es un deber, también un 
derecho de Jueces y Fiscales.

Pero es claro que de nada sirve que se cumplan correctamente los deberes inherentes 
al cargo si no sabemos transmitirlo al ciudadano, al que en última instancia servimos. 
Y es claro también que, a ojos de doña ..., la Magistrada-Juez y el Fiscal que han inter-
venido en la presente causa no lo han hecho correctamente.

Pero ha de examinarse si esa percepción se corresponde con la realidad. Critica doña 
... el trato recibido de ambos y, por lo que se refiere al Fiscal, añade que «brilló por su 
ausencia. Solo firmó una resolución sin interesarse en el proceso».

Por lo que se refiere al trato recibido: en primer lugar y en cuanto al modo de condu-
cirse la llma. Sra. Magistrada-Juez de Instrucción hemos de acudir a la grabación de 
la exploración de la menor, que tuvo lugar a las 12:31 horas del 6 de octubre de 2022; 
dura diecisiete minutos y cinco segundos. También se levantó un acta sucinta. Doña 
... atribuye a la Magistrada-Juez una serie de expresiones y afirma que, en esencia, se 
condujo sin tacto, ni empatía ni sensibilidad, tratando a la menor como un adorno de 
la oficina y haciéndola sentir como la acusada. Pues bien, vista la grabación, nada de 
lo afirmado se aprecia. Antes al contrario”.

Como complemento de la información aportada por la Fiscalía recibimos la que nos fue 
remitida por la Viceconsejería de Justicia en la que respecto de las condiciones arquitec-
tónicas del inmueble en que se ubica el citado juzgado, su funcionalidad y características, 
se reseñaba, sin aportar mayores datos, que el Decreto 164/2022, de 9 de agosto, por el 
que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Justicia, Administración Local 
y Función Pública, otorga las competencias en materia de infraestructuras judiciales a la 
Secretaría General de Infraestructuras Judiciales, Modernización Digital y Regeneración, 
y a la Dirección General de Planificación, Modernización y Gestión de Fondos.
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A continuación se nos aporta el informe ela-
borado por la Dirección General de Justicia 
Juvenil y Cooperación que venía a señalar que 
en materia de atención a las víctimas se en-
cuentra vigente el Convenio de colaboración 
firmado entre la Consejería de Justicia y la Fis-
calía Superior de Andalucía para coordinar la 
ejecución del estatuto de la víctima del delito, 
de 23 de octubre de 2018, cuyo objeto princi-
pal es establecer el marco de colaboración y 
cooperación entre el Servicio de Asistencia a 
las Víctimas en Andalucía (en adelante, SAVA) 
y las Fiscalías Provinciales, con el fin de me-
jorar la protección de las víctimas de especial 
vulnerabilidad, en quienes concurran alguna 
de las circunstancias especialmente destaca-
das en el artículo 23.2 del Estatuto de la Vícti-
ma del delito, prestándoles una atención y/o 
asistencia integral, especializada y acorde a 
sus necesidades especificas.

En el caso concreto analizado en la queja la aludida Dirección General nos indica que el 
SAVA de Málaga tras investigar los hechos acaecidos concluye que no obra en su base de 
datos antecedente alguno de este asunto, no habiendo tenido ese Servicio conocimiento 
ni recibido derivación del mismo por parte de ningún organismo interviniente, ni ha-
biendo acudido la familia en solicitud de asistencia, todo ello conforme a las previsiones 
del artículo 10 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, donde se establece que «las autoridades o 
funcionarios que entren en contacto con las víctimas deberán derivarlas a las Oficinas de 
Asistencia a las Víctimas cuando resulte necesario en atención a la gravedad del delito 
o en aquellos casos en los que la propia víctima lo solicite».

Una vez analizada la documentación del expediente de queja esta Defensoría ha de 
lamentar las vivencias sufridas por la menor, toda vez que por diversas circuns-
tancias el trato que recibió no se corresponde con las previsiones normativas, ni en 
cuanto a confortabilidad y funcionalidad de las instalaciones judiciales, ni en cuanto a la 
disponibilidad de información adaptada a la menor sobre el procedimiento y trámites 
consecuentes a su denuncia, y las prestaciones a las que podría tener acceso como 
víctima de delito.

En cuanto al aspecto relativo a las dependencias judiciales hemos de recalcar la referen-
cia existente en la Memoria del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía del año 2022 
que en relación a infraestructuras judiciales se destaca que los juzgados de Torremolinos 
están desperdigados en distintos edificios, adoleciendo éstos de evidentes carencias, 
por lo que que desde el año 2006 existe un proyecto para crear una nueva sede judicial, 
el cual a la fecha actual sigue sin ejecutarse.

Demandamos un 
protocolo que coordine 
la intervención del 
SAVA, policía, fiscalía 
y juzgados para 
garantizar a las víctimas, 
menores de edad, el 
acompañamiento, 
atención psicológica y 
social, y asesoramiento 
jurídico que precisen
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Es por ello que, al tratarse de un asunto de gran calado, en el que se han de conjugar 
las disponibilidades presupuestarias con el expediente de contratación pública del pro-
yecto, dirección técnica y ejecución material del mismo, esta Defensoría ha incoado, 
de oficio, un expediente de queja para recabar información sobre el estado de 
tramitación de dicho proyecto de nueva sede judicial, el cual vendría a solventar las 
graves carencias que se señalan en el propio informe de la Fiscalía.

Dejando a un lado esta cuestión, y en lo que atañe a la necesaria coordinación entre las 
distintas administraciones intervinientes para proporcionar una atención a la menor 
víctima de violencia, y tal como reclama la fiscalía en su informe respecto de la necesidad 
de que se establezca “un protocolo que garantice el “acompañamiento y asesoramiento 
en los procedimientos judiciales en los que deba intervenir [el menor]”, sin perjuicio de 
la decisión que, hecho el ofrecimiento de acciones, pueda tomar el representante del 
menor”, hemos remitido una Recomendación a la Viceconsejería de Justicia para que 
se promueva la elaboración de un protocolo que coordine la intervención en las 
distintas provincias de Andalucía del SAVA, policía, fiscalía y juzgados para garan-
tizar a las víctimas, menores de edad, el acompañamiento, atención psicológica y 
social, y asesoramiento jurídico que precisen en los procedimientos judiciales en 
los que hayan de intervenir (queja 22/6935).

3.1.2.6.4. Acogimiento familiar

En relación al acogimiento familiar, según queda recogido en el artículo 81.f de la Ley 
de Infancia y Adolescencia en Andalucía, la intervención del Ente público tendrá que 
priorizar la adopción de medidas familiares frente a las residenciales, las estables frente 
a las temporales, y las consensuadas frente a las impuestas, garantizando la continuidad 
de las relaciones personales del menor con su familia de origen y su familia extensa, 
siempre que no vaya en contra de su interés superior, perjudique su desarrollo integral, 
ni la adopción de una medida estable. Y en el artículo 99 de la misma Ley se establece 
que el acogimiento familiar tiene por objetivo lograr la plena integración y parti-
cipación de las niñas, niños y adolescentes en un núcleo familiar, adecuado a sus 
necesidades, para ofrecerles un entorno afectivo de convivencia, lo cual implica el 
ejercicio de la guarda por parte de las familias acogedoras y que la Administración 
Pública deba velar por su adecuada selección, formación continuada y que efectúe un 
seguimiento periódico de las familias acogedoras en todas sus modalidades.

Respecto de la problemática asociada a la valoración de idoneidad en los primeros me-
ses del año 2023 recibimos respuesta a la resolución que emitimos en la queja 22/6919, 
en la que hubimos de incidir en las mismas consideraciones que efectuamos en una 
anterior resolución e insistir en que, desde el punto de vista de esta Defensoría, no se 
puede considerar carente de fundamento la petición que realizan los familiares de una 
menor para que se diera respuesta expresa a su solicitud para tenerla en acogimiento 
familiar, por lo que estimamos que, atendiendo al interés superior de la menor, la peti-
ción debió ser objeto de estudio, valoración y ser respondida mediante una resolución, 
suficientemente motivada, en la que se analizaran los pros y los contras de un posible 
cambio en la medida de protección, resolviendo lo procedente.
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Además puntualizamos que desde el punto 
de vista del procedimiento administrativo 
se trata de una obligación que incumbe a 
la Administración, que ha de dar respuesta 
expresa a las solicitudes que le sean formu-
ladas, cuya omisión provoca una vulneración 
de derechos.

Es por ello que emitimos una nueva resolu-
ción con el Recordatorio de los deberes lega-
les incumplidos y la Recomendación de adop-
tar las medidas precisas para evitar que en el 
futuro ese Organismo (Delegación Territorial 
de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad de Sevilla) se aparte de lo previsto en 
la normativa vigente y los procedimientos se dilaten en el tiempo, dictando la resolución 
correspondiente en la forma, con el contenido y en el plazo previsto en la normativa.

Para dar cumplimiento a nuestra Recomendación la citada Delegación Territorial nos 
remitió copia de la resolución que fue notificada a la familia por la que de modo sufi-
cientemente motivado se acordaba la suspensión del régimen de relaciones personales 
y se desestimaba la solicitud para tener a la menor en acogimiento familiar.

Algunas de las quejas tramitadas en el año han versado sobre retrasos en la resolución 
de los expedientes conducentes a la valoración de idoneidad como familia acoge-
dora. Así aconteció con la tía de una menor que se lamentaba de que la valoración de 
idoneidad como familia de acogida permanente de su sobrina se estuviese demorando 
más de 6 meses y que en tanto la niña hubiese de permanecer ingresada en un centro.

La Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, en Grana-
da vino a explicar el retraso por haber coincidido la tramitación del expediente con el 
periodo de vacaciones de verano del personal, ello unido a las conocidas carencias de 
personal en el Servicio de Protección de Menores. A lo expuesto se añadía el requeri-
miento de documentación complementaria realizado a la familia y la duración de las 
sesiones formativas iniciales. A continuación la interesada fue citada por el equipo com-
puesto por una trabajadora social y una psicóloga del Servicio de Protección de Menores, 
profesionales que con los datos obtenidos venían realizando el informe psicológico y 
social de su familia, siendo previsible que la resolución conclusiva del expediente fuese 
emitida en breve queja 22/5845.

También hemos tramitado quejas relacionadas con retrasos en el abono de la presta-
ción económica que viene a compensar los gastos de la familia por el acogimiento 
familiar de menores, tal como en la reclamación de una persona que llevaba desde 
noviembre de 2022 sin percibir la citada prestación económica, lo cual repercutía de 
forma negativa en su economía familiar.

Tras valorar los hechos, nos interesamos por los problemas que pudieran estar incidiendo 
en el retraso en el abono de dicha prestación económica ante la Delegación Territorial de 
Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Málaga, que nos remitió un informe 

Demandamos agilidad 
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a la valoración de 
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en el que de forma sucinta venía a exponer 
que con frecuencia en los primeros meses del 
año se producen retrasos debido a los proce-
dimientos de revaloración de la cuantía de las 
prestaciones, priorizándose las resoluciones 
de revaloración de prestaciones sobre la ac-
tivación de los pagos correspondientes a las 
nuevas prestaciones reconocidas, como es el 
caso analizado en la queja.

Es por ello que las prestaciones vigentes co-
rrespondientes al mes de enero, debido al 
proceso de revaloración de las prestaciones, 
se abonaron durante el mes de marzo de 

2023. Y a continuación se procedió con las nuevas prestaciones, por lo que los abonos 
correspondientes a la persona titular de la queja se hicieron efectivos en el mes de 
mayo de 2023. A partir de aquí los abonos tienen cadencia mensual, por lo que el pago 
correspondiente al mes de mayo se abonaría en el mes de junio y así sucesivamente.

A lo expuesto añadía la Delegación Territorial que los cambios y mejoras que se vienen 
introduciendo en el programa informático de gestión de las prestaciones redundarán 
en un acortamiento de los plazos de gestión de los expedientes.

Y a esta explicación de los motivos de los retrasos en la tramitación de los expedientes 
relativos a la prestación económica por acogimiento familiar hemos de sumar los argu-
mentos que la misma Delegación Territorial nos expuso en la queja 23/0094 al señalar lo 
siguiente: “… referir dos realidades acontecidas en 2022 que han afectado la dinámica 
del Servicio de Protección de Menores. El concurso de méritos del personal funcionario 
con notables salidas, entradas y ajustes de equipos de trabajo, a lo que sumaríamos 
numerosas bajas laborales de personal administrativo y técnico. Por otro lado, la im-
plementación de la Instrucción 4/2021 de la Dirección General de Infancia de la CIPSC 
sobre el Protocolo para la gestión de la medida de acogimiento familiar, firmado el 
22/12/21, que ha supuesto la reestructuración de funcionamiento y organización del 
SPM …” queja 23/1734.

La propia definición y esencia de la medida de acogimiento familiar hace que ésta deba 
estar a expensas de la evolución del menor y su familia, teniendo presente la prioridad 
de que siempre que sea posible y responda a su interés se deba fomentar la preser-
vación de los vínculos familiares e incluso una posible reintegración familiar. Así en 
la queja 23/0719 se requirió la intervención de esta Defensoría en relación con el menor 
al que la persona interesada tenía en acogimiento familiar. Nos decía que su situación 
personal y las características de su familia no harían aconsejable el retorno con su familia 
biológica: nos manifestaba su temor ante la posibilidad de que a pesar de ello la decisión 
que pudiera adoptar el Ente Público fuese en ese sentido.

Tras valorar los hechos indicamos al interesado que del relato de su queja no se dedu-
cían irregularidades en la intervención del Ente Público, que en esos momentos estaba 
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valorando la evolución de la menor y las condiciones de su familia biológica para decidir, 
atendiendo a su supremo interés y teniendo en consideración todas las circunstancias 
que concurren en su situación, la medida de protección que pudiera resultar más be-
neficiosa, congruente con su interés superior, siendo así que dicha decisión habría de 
adoptarse conforme a las previsiones de los reglamentos reguladores del procedimiento 
de desamparo tutela y guarda (Decreto 42/2002, de 12 de febrero), así como del acogi-
miento familiar y adopción (Decreto 282/2002, de 12 de noviembre).

De igual modo, otras ciudadana se lamentaba de que se hubiera producido un cambio 
en el modo en que en adelante se tendría realizar el seguimiento y apoyo del acogimien-
to familiar del menor que tiene a su cargo, obligándolo a desplazamientos innecesarios, 
todo ello para favorecer los contactos de éste con su familia biológica.

Al dar trámite a la queja pudimos conocer los pormenores del caso, el cual tuvo una 
resolución favorable gracias al acuerdo alcanzado entre todas las partes (menor, familia 
acogedora y madre biológica) siendo así que el Ente público nos anunció su intención 
de iniciar un proceso para que el menor fuese adoptado por dicha familia en la mo-
dalidad de adopción “abierta”, lo cual permitiría al menor mantener contactos con su 
progenitora queja 23/6847.

3.1.2.6.5. Acogimiento residencial

El artículo108, apartado 6, de la Ley de Infancia y Adolescencia en Andalucía establece 
un modelo de atención a menores en acogimiento residencial donde primen el interés 
superior de las personas acogidas, la calidad técnica y la calidez de las actuaciones pro-
fesionales y una dinámica de funcionamiento basada en el modelo de convivencia 
de la familia, garantizando la satisfacción de las necesidades básicas de la infancia 
y adolescencia.

En relación con esta cuestión recibimos una denuncia presentada por un ex trabajador 
de una entidad que gestiona centros de protección de menores y de transición a la 
mayoría de edad, tanto en Almería como en Granada, denunciando irregularidades en 
los mismos, centrando de manera especial su relato de queja en uno de los centros de 
Granada. Nos decía que en dicho recurso se contrataba personal para categorías pro-
fesionales que no se correspondían con el desempeño que efectivamente se realizaba, 
también se quejaba de la escasez de personal en los correspondientes turnos, sin que 
se llegase a cubrir la ratio de personal en función del numero de menores atendidos. A 
continuación denunciaba que los menús eran escasos, recortando la cantidad y calidad 
de los alimentos, ello unido a restricciones en la climatización del centro, todo ello con 
la finalidad de incrementar el beneficio económico de la entidad. Por último señalaba 
deficiencias en la instalación eléctrica y en la zona de cocina.

Con la finalidad de investigar la realidad de las denuncias efectuadas solicitamos la 
emisión de un informe a la Dirección General de Infancia, Adolescencia y Juventud, 
organismo que nos respondió dándonos cuenta del litigio de ámbito laboral que la 
persona denunciante mantiene con la entidad para la que prestó servicios profesionales, 
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y en lo que al contenido de su denuncia respecta se aludía a las visitas e inspecciones 
realizadas al centro tanto por la Fiscalía como por la Inspección de trabajo, todas ellas 
sin reseñas relevantes. Y se hacía alusión de manera especial al informe emitido por la 
Inspección de Servicios Sociales, en el cual se descartaban por completo las irregulari-
dades denunciadas (queja 22/1477).

Por lo que se refiere a la dinámica de funcionamiento de los centros de protección, 
recibimos también la queja de una madre denunciando el escaso control del comporta-
miento de las menores internas en el centro de protección en el que estaban tuteladas 
sus dos hijas. Una de ellas, de 15 años, se había quedado embarazada y había decidido 
abortar. Nos decía que es frecuente que las menores consuman alcohol y fumen sin 
ninguna supervisión.

En este caso dejamos al margen las actuaciones que el juzgado venía realizando para 
investigar los hechos relatados en la denuncia y, en su caso, depurar las eventuales 
responsabilidades penales, por lo que nos centramos en analizar la organización y fun-
cionamiento del centro en cuestión para lo cual solicitamos la emisión de un informe a 
la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Jaén, en 
el cual se venían a relatar los motivos determinantes de la declaración de desamparo 
de dicha hija y sus hermanas, lo cual hizo necesario que la Administración asumiese su 
tutela y que fueran ingresadas en un centro de protección de menores.

En el informe se señalaba que la conducta de la menor en el centro y su evolución en 
el mismo había estado muy condicionada por las vivencias sufridas, ello añadido a la 
sintomatología de su problema de salud mental por el que venía siendo atendida en el 
dispositivo sanitario público. A este respecto, al ingresar la menor en el centro de protec-
ción tenía un diagnóstico de epilepsia, siendo atendida por especialistas en neuropedia-
tría, estando esta patología en remisión. También estaba diagnosticada de un trastorno 
adaptativo, el cual fue revisado por la facultativa especialista en psiquiatría, habiendo 
reducido progresivamente la medicación que tenía prescrita, siéndole retirada en su 
totalidad. Posteriormente, ante la nueva sintomatología de la menor, la Unidad de Salud 
Mental Infanto Juvenil emitió un nuevo diagnóstico de trastorno límite de la personali-
dad, sin necesidad de medicación por presentar este trastorno sólo rasgos incipientes.

En lo relativo a su queja por el consumo de tabaco de la menor, el personal del centro 
reconoce su problema de tabaquismo, sobre el cual vienen interviniendo con progra-
mas y actividades que vendrían a disuadir del consumo, aunque con escaso éxito. Y en 
lo relativo al posible consumo de alcohol se negaba que la menor hubiera manifestado 
algún síntoma que pudiera motivar la adopción de medidas al respecto.

En cuanto al embarazo de la menor, el informe relata los pormenores de la intervención 
realizada del siguiente modo:

“… En el centro residencial de protección de menores, tanto en las acciones 
tutoriales del personal educativo o desde el equipo técnico, se trabaja desde 
la responsabilidad el cumplimiento de las obligaciones y derechos de los me-
nores, así como el establecimiento de relaciones adecuadas entre iguales. Y 
de manera especial se ha intervenido con ... tras tener conocimiento de que la 
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menor había iniciado una relación con un joven ..., de 22 años de edad. Desde 
el principio, el equipo de profesionales del centro hace ver a la menor la incon-
veniencia de esta relación por la diferencia de edad, sin que aceptase estos 
consejos (la menor contaba por entonces con 15 años de edad). Tampoco era 
aconsejable la relación por mostrar este joven comportamientos poco adecua-
dos con ella, en las que la menor expresaba “que es controlador y en ocasiones 
me ha hablado mal”. Aún así la menor se negaba rotundamente a cortar esta 
relación amenazando “si me obligáis a dejarlo me suicido”. En este contexto se 
produce el embarazo de la menor.

Tras realizarle la prueba de embarazo dando positivo se cumple el protocolo 
para estos casos, desplazándose el psicólogo del centro para apoyar y acom-
pañar a la menor en la decisión que determine. Por otra parte, la trabajadora 
social del centro mantiene una entrevista con la menor y ésta expresa de ma-
nera contundente que quiere interrumpir el embarazo. En consecuencia se 
activaron los avisos pertinentes al trabajador social del centro de salud ... y al 
médico de atención primaria, coordinándose los equipos profesionales para 
realizar el proceso burocrático que tiene circunstancia con una menor tute-
lada. (…). La intervención transcurre con normalidad, la menor se encuentra 
bien en el momento y en los días posteriores a la intervención, sin presentar 
molestias, y encontrándose bien de estado de ánimo, no afectando en ningún 
momento a su vida diaria. (…) Desde la toma de decisión de la interrupción del 
embarazo por parte de la menor se mantiene una actitud con ella, por parte 
del equipo educativo y técnico, en la que no se juzga o culpabiliza de su emba-
razo, entendiendo que estas circunstancias pueden ocurrir en el desarrollo de 
una adolescente. Si se insiste a la menor en la necesidad de mantener relacio-
nes afectivas con jóvenes de su edad, y en la necesidad de iniciar tratamiento 
anticonceptivo de forma definitiva. De hecho, en los meses de verano previos 
al embarazo, se le ofreció esta posibilidad por parte de la trabajadora social 
del centro, aunque ella negó de forma rotunda mantener relaciones sexuales 
completas, considerando innecesario las pastillas anticonceptivas. Expresando 
que si fuera necesario utilizaría el preservativo masculino. ...”

Una vez evaluados los hechos expuestos en la queja a la luz de la información aportada 
por el Ente Público no advertimos irregularidades en su intervención. A tales efectos 
ponderamos la especial dificultad que conlleva la atención, cuidado y vigilancia de una 
menor en edad adolescente, especialmente si ésta presenta problemas de comporta-
miento, con inestabilidad emocional y falta de adherencia a las indicaciones dadas por 
el personal educativo encargado de su custodia. Y en cuanto al embarazo de la menor, 
tuvimos en cuenta además del complicado perfil de comportamiento con la circuns-
tancia añadida de su voluntad, libremente manifestada, de proceder a su interrupción, 
estando en este proceso asistida por personal sanitario que siguió los protocolos estable-
cidos para ello, con acompañamiento y asistencia del personal educativo y psicológico 
del centro residencial (queja 22/8470).

Una cuestión que también suscita controversias es la relativa a la regularización de la 
relación de menores internos en centros de protección con familias que colabo-
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ran con dichos centros para que que puedan realizar salidas y actividades en el 
exterior en un contexto favorable. Traemos a colación la queja de una persona que 
se lamentaba de que no se les autorizase para ser familia colaboradora de un centro 
de protección de menores donde estaba internado un adolescente a quien conocían y 
tenía relación de amistad con su hija, también adolescente.

En respuesta a la queja de esta familia la Delegación Territorial venía a señalar que exis-
ten una serie de premisas que han de aceptar las familias colaboradoras con los centros 
de protección, como es el hecho de ser conscientes de su labor es complementaria a 
la del centro y que deben tener disposición a seguir las indicaciones que reciban por 
parte del personal técnico y educativo. Del informe emitido por el centro se desprende 
que la familia ofrecía resistencia a cumplir las indicaciones dadas por el equipo técnico y 
educativo, las cuales estaban relacionadas con el correcto desarrollo y comportamiento 
del menor dentro del centro.

Por lo informado, la actitud de la familia venía repercutiendo de forma negativa en la 
dinámica y funcionamiento del centro, así como en la estabilidad emocional del menor, 
motivo éste que determinó la respuesta negativa a otorgar el estatus de familia colabo-
radora. Y a lo expuesto se añadía que el menor en cuestión ya había cumplido 16 años, 
por lo que tenía autorización para realizar las actividades que considerase convenientes 
en su tiempo libre, entre las cuales se incluía, sin ninguna restricción, las visitas que venía 
realizando de forma regular a esta familia (queja 23/5479).

3.1.2.7. Infancia en especial situación de 
vulnerabilidad

3.1.2.7.1. Infancia migrante

Las niñas y niños migrantes no acompañados son personas que necesitan de especial 
protección, por su triple condición de menores, en situación de desamparo por carecer 
de persona adulta que se ocupe de atender sus necesidades, y en situación precaria por 

encontrarse en un país que no es el suyo, sin 
red social de apoyo, con distinta cultura y len-
gua. Es por ello que el artículo 131 de la Ley de 
Infancia y Adolescencia en Andalucía obliga 
a garantizar los derechos que les correspon-
den como menores de edad y posibilitar su 
integración social plena independientemente 
de las posibilidades de retorno con su familia.

También señala dicho texto legal que los 
niños, niñas y adolescentes migrantes no 
acompañados bajo la protección de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía tendrán 

Se deben garantizar los 
derechos de la infancia 

migrante y posibilitar su 
integración social plena 

independientemente 
de las posibilidades de 
retorno con su familia
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